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RESOLUCIÓN 

En San Juan, Puerto Rico, a 18 de septiembre de 2018. 

Comparece la Coordinadora Unitaria de Trabajadores del 

Estado (CUTE) y solicita que revisemos la Resolución emitida el 14 

de agosto de 2018 y notificada el 15 de igual mes y año, por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan (TPI).  Mediante 

el referido dictamen, el TPI declaró No Ha Lugar la moción de 

desestimación presentada por la CUTE.  

Examinadas las comparecencias de las partes, así como el 

estado de derecho aplicable, procedemos con la disposición del 

presente recurso, mediante los fundamentos que expondremos a 

continuación. 

-I- 

El 4 de mayo de 2018, el señor Víctor Rivera Díaz (Sr. Rivera 

Díaz) incoó una demanda sobre daños y perjuicios contra la CUTE.  

Alegó que alrededor del 1995 comenzó a trabajar en la 

Administración de Reglamentos y Permisos (hoy OGPe) y que el 24 
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de enero de 2008 recibió una carta de destitución.  Manifestó que 

ese día acudió a las oficinas de la CUTE a solicitar la impugnación 

de dicha destitución, ya que ésta lo representaba como unionado 

en la agencia para la cual trabajaba.  Añadió que el 29 de octubre 

de 2010, la unión presentó una solicitud de arbitraje de quejas y 

agravios contra la OGPe ante la Comisión de Relaciones del 

Trabajo del Servicio Público (CASP).  Alegó que el 19 de febrero de 

2015, el árbitro emitió el laudo y determinó que la destitución no 

fue realizada por justa causa, por lo que ordenó la reinstalación a 

su puesto.  Indicó que, inconforme con la determinación, la OGPe 

recurrió ante el TPI y éste confirmó la determinación del árbitro.  

Posteriormente, la agencia recurrió al Tribunal de Apelaciones el 

cual revocó la determinación del foro primario y dejó sin efecto el 

Laudo de Arbitraje toda vez que el mismo fue emitido sin 

jurisdicción al haberse presentado la querella ante la CASP 

tardíamente.1  No conteste con lo anterior, la CUTE presentó un 

recurso de certiorari ante el Tribunal Supremo de Puerto Rico y 

dicho foro lo declaró No Ha Lugar por falta de jurisdicción.  

El Sr. Rivera Díaz alegó en la demanda que durante todo el 

proceso nunca recibió copia de las sentencias ni de ningún otro 

documento relativo al proceso y que la unión solo le decía que 

tenía que esperar.   Así, planteó que la CUTE, sus representantes, 

directores y personal le causaron daño “al no prestar servicio 

diligente, omitir informar, ocultar información, limitar información, 

no cumplir con términos y obligaciones ministeriales para lo cual 

el demandante les requirió”.  Añadió que, por culpa y negligencia 

de la CUTE no pudo recuperar su empleo, ya que ésta no presentó 

la querella a tiempo para objetar el despido y por tal razón el caso 

fue desestimado por el Tribunal de Apelaciones.  Reclamó 

$100,000.00 en concepto de las angustias mentales sufridas por la 

                                                 
1 Caso Núm. KLAN201600729. 
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pérdida de ingreso y la alegada representación indebida por parte 

de la CUTE más una partida de daño emergente, lucro cesante, 

costas y honorarios de abogado.  

Así las cosas, el 5 de julio de 2018, la CUTE presentó una 

“Solicitud de Desestimación” ante el foro primario basada en que el 

TPI carecía de jurisdicción sobre la materia para atender el 

presente caso.  A esos efectos, sostuvo que el Sr. Rivera Díaz radicó 

un cargo sobre práctica ilícita al amparo de la Ley Núm. 45-1998, 

infra, ante la CASP (Caso Número CO-18-002), bajo el fundamento 

de que la CUTE violó los términos del convenio colectivo.  Así, 

argumentó que la CASP era el único foro con jurisdicción para 

ventilar las alegaciones de la demanda.  

Por su parte, el 10 de agosto de 2018, el Sr. Rivera Díaz 

presentó “Moción en Oposición a Solicitud de Desestimación y 

Cumplimiento de Orden”.  Planteó que su reclamo iba dirigido al 

resarcimiento monetario por los alegados daños causados por la 

CUTE por su alegada culpa y negligencia ante el reclamo del 

despido injustificado de su lugar de trabajo.  Así, aclaró que su 

causa de acción no iba dirigida al proceso de evaluación del árbitro 

y si las decisiones de los foros apelativos fueron correctas, sino a 

establecer si la CUTE incurrió en culpa y negligencia durante el 

proceso.  

Así las cosas, el 14 de agosto de 2018 y notificada al día 

siguiente, el TPI emitió Resolución y declaró No Ha Lugar la 

“Solicitud de Desestimación” presentada por la CUTE.  

Inconforme con la determinación del foro primario, el 4 de 

septiembre de 2018, la CUTE compareció ante este Tribunal de 

Apelaciones mediante la presente petición de certiorari y le imputó 

al TPI la comisión de los siguientes errores:  
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Primer Error  
 

Erró el Honorable TPI al declararse con jurisdicción en 
el caso cuando la misma claramente le corresponde a la 
Comisión Apelativa del Servicio Público (en adelante, 
“La Comisión”). 

 
Segundo Error 

 

Erró el Honorable TPI al resolver que el cargo por 
prácticas ilícitas radicada por la parte peticionaria ante 
la Comisión “no conflige con el reclamo de daños de …la 
demanda”.  

 
Tercer Error 

 

Erró el Honorable TPI al declarar la solicitud de 
desestimación No Ha Lugar, sin considerar los efectos 
que tuvo sobre la demanda que el cargo por prácticas 
ilícitas se haya radicado tardíamente.    
 

En igual fecha, la parte peticionaria presentó una “Moción en 

Auxilio de Jurisdicción”.  

El 14 de septiembre de 2018, el Sr. Rivera Díaz compareció 

ante este Tribunal mediante un escrito titulado “Oposición a 

Expedición del Auto de Certiorari”.    

 

-II- 

-A- 

El auto de certiorari constituye un vehículo procesal 

discrecional que permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar 

las determinaciones de un tribunal inferior.  IG Builders et al. v. 

BBVAPR, 185 DPR 307, 337-338 (2012); García v. Padró, 165 DPR 

324, 334-335 (2005); Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 90-

92 (2001).  Para poder ejercer sabiamente nuestra facultad 

discrecional en la consideración de los asuntos planteados 

mediante dicho recurso, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal 

de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, dispone lo siguiente: 

El Tribunal tomará en consideración los siguientes 
criterios al determinar la expedición de un auto de 
certiorari o de una orden de mostrar causa: 

 

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho. 
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(B) Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema. 

 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso 
y manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia. 

 

(D) Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 

 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta 
el caso es la más propicia para su consideración. 

 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito 
y una dilación indeseable en la solución final del litigio. 

 

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia. 

 
El Tribunal de Apelaciones solo intervendrá en el ejercicio de 

la discreción del Tribunal de Primera Instancia en aquellas 

situaciones en que se demuestre que este último: (1) actuó con 

prejuicio o parcialidad, (2) incurrió en un craso abuso de 

discreción o (3) se equivocó en interpretar o aplicar cualquier 

norma procesal o de derecho sustantivo.  Rivera y otros v. Bco. 

Popular, 152 DPR 140, 155 (2000).  

 

-B- 

El 26 de julio de 2010, se aprobó el Plan de Reorganización 

Núm. 2-2010, el cual creó la Comisión Apelativa del Servicio 

Público (CASP), mediante la fusión de la Comisión Apelativa del 

Sistema de Administración de Recursos Humanos del Servicio 

Público y la Comisión de Relaciones del Trabajo del Servicio 

Público.  La CASP es un organismo cuasijudicial especializado en 

asuntos obrero-patronales y del principio de mérito.  La referida 

entidad atiende casos laborales, querellas y asuntos de 

administración de recursos humanos en relación con los 

empleados cobijados bajo la Ley de Relaciones del Trabajo del 

Servicio Público, Ley Núm. 45-1998, infra, y aquellos casos 

cubiertos bajo la Ley Núm. 184-2004.  Además, atiende los casos 
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instados al amparo de la Ley Núm. 333-2004, supra.  DACo v. 

AFSCME, 185 DPR 1 (2012).    

El Art. 2 sobre la “Declaración de Política Pública” del Plan 

de Reorganización Núm. 2-2010, dispone que: 

. . . . . . . . 
 

[…] Con este Plan se promoverá una estructura 
gubernamental que responda a las necesidades reales 
y contribuya a una mejor calidad de vida para nuestros 
ciudadanos.  Igualmente, redundará en la optimización 
del nivel de efectividad y eficiencia de la gestión 
gubernamental; la agilización de los procesos de 
prestación de servicios; la reducción del gasto público; 
la asignación estratégica de los recursos; una mayor 
accesibilidad de los servicios públicos a los ciudadanos; 
y la simplificación de los reglamentos que regulan la 
actividad privada, sin menoscabo del interés 
público. […] 

 
. . . . . . . . 

 

En su Art. 11, el Plan de Reorganización Núm. 2, dispuso 

que la CASP tendrá jurisdicción primaria exclusiva sobre los 

siguientes asuntos: 

a) las reclamaciones surgidas como consecuencia de 
acciones o decisiones del patrono en violación a las 
disposiciones de la Ley Núm. 45 de 1998, según 
enmendada; 

b) las reclamaciones surgidas como consecuencia de 
acciones o decisiones de las organizaciones laborales, 
sindicales u obreras y de los representantes exclusivos 
en violación a las disposiciones de la Ley Núm. 45 de 
1998, según enmendada; 

c) las reclamaciones surgidas como consecuencia de 
acciones o decisiones de las organizaciones laborales, 
sindicales u obreras y de los representantes exclusivos 
en violación a las disposiciones de la Ley Núm. 333 de 
2004, según enmendada. 

Ningún caso podrá ser radicado luego de transcurridos 
seis (6) meses de los hechos que dan base al mismo, 
excepto que la parte contra quien se haya radicado 
intencionalmente haya ocultado los hechos que dan 
base al mismo o que durante el período de seis (6) 
meses luego de los hechos, la parte promovente haya 
estado legalmente incapacitada para radicarlo, o que no 
tuvo conocimiento de los hechos durante ese período.  
En estos casos, la Comisión determinará si la dilación 
en radicar el mismo es razonable conforme a los 
principios generales de incuria. 
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Por su parte, la Ley Núm. 45 de 25 de febrero de 1998, 

según enmendada, conocida como la “Ley de Relaciones del 

Trabajo para el Servicio Público de Puerto Rico, 3 LPRA secs. 1451-

1454a, se creó para conceder a los empleados del sector público en 

las agencias tradicionales del gobierno central el derecho a 

organizarse en sindicatos y a negociar colectivamente.  El 

“Reglamento de la Comisión de Relaciones del Trabajo del Servicio 

Público” (Reglamento Núm. 6385) se diseñó para implementar la 

referida Ley.  Este Reglamento establece que los procedimientos 

para cargos de práctica ilícita son de naturaleza adjudicativa y se 

podrán radicar para:  

1. imputar la comisión de una práctica ilícita 

al amparo del Artículo 9 de la Ley (estos cargos se 
conocerán como cargos de práctica ilícitas). 

2. solicitar la descertificación de una organización 
obrera cuando se alegue que se está violando la Sección 
4.7(c) de la Ley (estos procedimientos se conocerán 
como solicitudes de descertificación); e  
3. imputar una violación a las Secciones 7.1, 7.2, 
7.3 y 7.4 de la Ley (estos cargos se conocerán como 
procedimientos especiales).” 
 
Art. IV, Sección 400 del Reglamento Núm. 6385.  
(Énfasis nuestro).  

 
El referido procedimiento va dirigido a la descertificación de 

una unión por violaciones de un convenio colectivo y/o imposición 

de multas según se indica en el Art. VI del Reglamento Núm. 6385, 

el cual dispone: 

Articulo VI Multas 

Sección 600.  Procedimiento para Imposición de Multa.  

A. Este procedimiento no se utilizará para las multas 
que a su discreción pueda imponer la Comisión por 
violaciones a la Ley.   
 

B. Cualquier parte en un procedimiento podrá solicitar 
la imposición de multa contra cualquier empleado, 
persona, agencia u organización obrera conforme a 
las disposiciones de la Ley.  Si la ofensa es ante el 
oficial examinador o ante un funcionario de la 
Comisión éste podrá solicitar la imposición de multa. 
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C. La solicitud de imposición de multa deberá radicarse 
en Secretaría y especificar los hechos que dan base 
a la solicitud. 

 

D. La solicitud de multa se notificará por Secretaría a la 
parte contra quien está dirigida, concediéndole a 
ésta el término de diez (10) días, luego de ser 
notificada, para que radique contestación 
planteando las defensas afirmativas que se estime 
pertinentes.      

 

E. Se ordenará una vista ante un oficial examinador, 
que nunca será el que radicó la solicitud de multa, si 
es que ésta fue solicitada por un oficial examinador.  
La Comisión podrá asignar un abogado de la 
Comisión para que participe en el procedimiento de 
imposición de multa en representación del interés 
público, cuando la solicitud de multa surge como una 
ofensa ante un oficial examinador o ante un 
funcionario de la Comisión.  

 

F. El procedimiento ante el oficial examinador se regirá 
por lo dispuesto en el Artículo V, de este Reglamento. 

 

G. El informe del oficial examinador contendrá 
recomendaciones a la Comisión en cuanto a la 
procedencia de la multa y su cuantía.  Copia del 
informe será enviado a las partes quienes tendrán 
catorce (14) días desde la notificación para radicar 
excepciones. 

 

H. Transcurrido el término de radicar excepciones la 
Comisión emitirá su decisión. 

 

I. Una vez determinada la imposición de una multa, la 
parte afectada podrá utilizar el procedimiento 
dispuesto en las Secciones 507 y 508 de este 

Reglamento.      

 
-III- 

 

La CUTE plantea que el TPI erró al declarar No Ha Lugar su 

solicitud de desestimación sin considerar los efectos que tuvo 

sobre la demanda que el cargo sobre prácticas ilícitas se radicara 

de forma tardía y cuando, a su entender, es la CASP quien tiene 

jurisdicción para atender la presente controversia.  Sostiene, 

además, que el foro primario incidió al resolver que el cargo por 

prácticas ilícitas presentado ante la Comisión no conflige con el 

reclamo de daños y perjuicios presentado ante el TPI por el Sr. 

Rivera Díaz.   
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En el presente caso, el Sr. Rivera Díaz presentó ante el TPI 

una reclamación sobre daños y perjuicios al amparo del Art. 1802 

del Código Civil.  La referida causa de acción no va dirigida a 

determinar si el proceso de evaluación del árbitro o las 

determinaciones de los foros apelativos fueron correctas, sino a 

establecer si la CUTE incurrió en culpa o negligencia durante el 

proceso como alega el recurrido.  Por otro lado, la querella incoada 

por el recurrido ante la CASP al amparo de la Ley Núm. 45-1998, 

supra, imputa a la CUTE haber violentado los términos del 

convenio colectivo.  Toda vez que la referida Ley ni el Reglamento 

Núm. 6385 proveen un remedio adecuado en ley para el 

resarcimiento de daños y perjuicios, es el Tribunal de Primera 

Instancia el foro adecuado y con jurisdicción para dilucidar la 

controversia de autos.  

Tras examinar el recurso presentado ante nuestra 

consideración a la luz de nuestro ordenamiento jurídico vigente, no 

detectamos criterio alguno de los establecidos en la Regla 40 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra, que justifique 

nuestra intervención con el dictamen recurrido.  Tampoco se 

desprende de la determinación recurrida que el TPI haya actuado 

con prejuicio, parcialidad o abusado de su discreción.  Nos 

corresponde abstenernos de intervenir con el dictamen del Foro 

recurrido el cual dispone adecuadamente de los asuntos.  En 

consecuencia, procede la denegatoria de la petición ante nuestra 

consideración. 

-IV- 

Por los fundamentos expuestos, denegamos la expedición del 

auto de certiorari solicitado por la Coordinadora Unitaria de 

Trabajadores del Estado.  Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. 
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Debido al resultado que hemos llegado, declaramos No Ha 

Lugar la “Moción en Auxilio de Jurisdicción” presentada por la 

parte peticionaria. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


